PAGE  
33
                                                                                                                           Expte. 7026.-

                                                                                                                           Reg. 102 (S9


En la ciudad de Necochea, a los 13 días del mes de noviembre de dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial, y de Garantías en lo Penal, en acuerdo ordinario a efectos de dictar sentencia en los autos caratulados: “FERNANDEZ CANDIA AGRIBUSINES c/CAMINO, Miguel A. s/Daños y perjuicios” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial, resultó del mismo que el orden de votación debía ser el siguiente: Señores Jueces Doctores Humberto Armando Garate, Fabián Marcelo Loiza y Hugo Alejandro Locio.-



El tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 



1a. ¿Es justa la resolución de fs. 444/447 vta.?



2a. ¿Qué pronunciamiento corresponde?.



A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:

1) ANTECEDENTES DE LA CUESTION EN DEBATE:



Fernández Candia Agrobusiness S.A., como arrendataria de un predio rústico, demandó de Miguel Alberto, Jorge Rafael y María Luisa Hidalgo de Camino, resarcimiento de los daños y perjuicios que le ocasionara un incendio que, iniciado en fundo de los demandados, se propagó al suyo lindante dañando 40 has. de “pasto ovillo”.



Se reclama en carácter de indemnización el equivalente en dinero a 11806 kilogramos de esa pastura a $ 2 por kg., detrayendo $ 1200.- por gastos de cosecha no efectuados (fs. 59vta.).



Al contestar el traslado los legitimados pasivos negaron los hechos, el derecho y la autenticidad de la documentación (fs. 75 vta. y sgtes.).



Vencido el plazo de producción de la prueba se dictó sentencia desestimando la excepción de falta de legitimación activa y haciendo lugar a la demanda, condenó a pagar la suma de PESOS CATORCE MIL CIENTO SESENTA Y SIETE ($ 14.167.-) (fs. 444/447vta.) en concepto de reparación de daños y perjuicios e intereses calculados a tasa activa desde el hecho ilícito.

2) LOS RECURSOS. AGRAVIOS Y FUNDAMENTOS.



El decisorio fue apelado por ambas partes (fs. 448/450), concediéndose los recursos libremente (fs. 451).



A.-) Los demandados: 

a.1) Se quejan de la procedencia de la pretensión solicitando se revoque la sentencia.

Fundaron su pretensión argumentando que el juez omitió pronunciarse sobre el valor probatorio de las actas notariales glosadas a fs. 14/57, que, en su opinión carecerían de eficacia probatoria al otorgárselas fuera del territorio en el que el notario ejercía sus funciones.

Agregan que ha errado al valorar algunas pruebas (informe meteorológico, testimonial y pericial de fs. 311/317).

Se quejan del quantum del daño y de la tasa de interés aplicada.

B.)Actora:

La agravia la cuantía del daño. La indemnización por la quemazón ,dice, se debiera calcular de acuerdo a lo pactado en el contrato de fs. 362/363 y no como lo hizo el sentenciante.

3) DE LA DECISION 


Por una cuestión lógica principiaré mi análisis por los dos primeros agravios de los accionados para ocuparme luego, de corresponder, del monto del daño y accesorios. 



Los demandados discutieron, ambiguamente, la responsabilidad emergente del evento, apuntan errónea valoración de la prueba y una omisión, examinar dos actas notariales.



Trataré esas cuestiones separadamente. 



Que el incendio existió iniciándose en el fundo rural de los demandados no me quedan dudas. 



Los testigos Torrecillas y Aróstegui coinciden. Torrecillas (fs. 276/277 y fs. 331 y vta.) declaró que, primero “ve humo en el lote de Camino lindero al lote 5 y 3, cruza un monte de 100 mts., de ancho...caminando.. cuando llega al lote de Camino a cinco metros míos para la camioneta del hijo de Camino con una goma prendida que estaba prendiendo fuego el lote de él, cuando lo veo le hago seña que si estaba loco, que estaba prendiendo fuego y había mucho viento, siguió prendiendo, no hizo caso de la seña que le hice...”. 



Agregando luego que: “...a los veinte o treinta minutos llega Moreno, creo que es socio de Camino en una máquina y nos dijo que le había pasado el fuego al pasto ovillo que llamáramos a los bomberos...”.



Arostegui declaro que estaba en el lugar “ya que era contratista de cosecha de trigo...que el día del hecho...vio al Sr. Camino (h) que estaba por quemar rastrojos en su campo que linda con el siniestrado. Que solo estaba separado por el alambre, que el encargado de Fernández Candia –de apellido Torrecillas- fue a decirle a Camino y/o sus operadores que no prendieran fuego porque era un día peligrosísimo ya que había viento. Era un día bravísimo. Que el dicente estaba trabajando y vio que la barrera que habían hecho fue fácilmente superada por el fuego e incendió el potrero del pasto de Fernández Candia que estaba ilerando para cosechar. Que la barrera era escasa y le pareció que solo era una vuelta de rastra de disco” (fs. 331 y vta. respuesta a la segunda pregunta).



Se objeta extemporáneamente la idoneidad de esas declaraciones testimoniales. En efecto, al momento de celebrarse las audiencias donde ellas se produjeran y durante el plazo que estipula el art. 456 del CPCC se guardó silencio. Tampoco se alegaron o probaron hechos que afectaran la intelectualidad, afectividad, verosimilitud, concordancia y razón de los dichos.



Los testigos, al deponer no se encontraban alcanzados por las generales de la ley, no eran dependientes, acreedores ni deudores de las partes.



La afirmación contraria de los apelantes es dogmática. Basta la lectura de las actas judiciales en donde constan las declaraciones para arribar a esa conclusión. Los testigos tuvieron, una relación laboral, extinguida al momento de declarar y una relación rural, fenecida, también, al tiempo de declarar.



Esas declaraciones coinciden, respecto de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en que ocurriera el incendio y en sus consecuencias, mereciéndome fe y credibilidad al dar razón suficiente del dicho (arts. 443, 2º pár., 456, 2º pár. y 484 del CPCC).



Tengo, por lo tanto, por acreditado el incendio, su lugar de inicio y su propagación al fundo vecino (arts. 375, 384 y 456 del CPCC).



Se apunta una omisión de la sentencia: No considerar dos actas notariales, cuya eficacia se niega por entender que se otorgaron fuera de los límites territoriales que la ley le adjudicara a la notaría para el ejercicio de sus funciones.



Un doble orden de ideas me convence de la conclusión contraria.



El juez no queda obligado a examinar toda la prueba producida por las partes, por el contrario goza de amplias facultades de selección y jerarquización, sin que ello implique, lógicamente, desconocer elementos de juicio indispensables, de adquirir éstos particular significación (SCBA, Ac. 82685, S, 23-12-2003, “Palazzo de Rucci, Josefa del Carmen c/Productos Lácteos Lactona S.A. s/Juicio Sumario). 



La selección y ponderación de la prueba es una facultad privativa de los jueces (SCBA, L 79675, S, 29-12-2003, “Oñativia, Mauricio Yon c/Mercobank SA s/Indemnización por despido”).



Ergo: El a quo no estuvo obligado a examinar las actas notariales objetadas, en especial si de ellas no surgían conclusiones opuestas a las que el sentaba a partir de valorar otros elementos probatorios (arts. 375, 384, 456 del CPCC y doc. legal cit. en pár. anterior) que demostraban el incendio, el lugar de su iniciación y la propagación al campo vecino.



No obstante que esa conclusión sería suficiente para desestimar el agravio he de analizar la documentación objetada rindiendo culto al principio de defensa y motivando, suficientemente, este acto jurisdiccional.



El art. 980 del C.C. reza; ”..para la validez del acto como instrumento publico es necesario que el oficial público obre en los límites de sus atribuciones....y que este se extienda dentro del territorio que se le ha asignado para el ejercicio de sus funciones..”.



La norma considera la competencia razone loci del funcionario público señalada en las leyes locales de organización del notariado. 



En la Provincia de Buenos Aires el art. 130 la ley 9020 dispone que el escribano ejercerá sus funciones dentro de los límites territoriales que correspondan al registro de su actuación (inc. I) competencia que se extenderá cuando, solicitada la intervención en la sede de su registro, para actuar ...a fin de cumplir el objeto de requerimiento hubiere de efectuar diligencias no solo en el distrito de su competencia sino también en otros” (inc. II).



Ello ocurre, frecuentemente, con las actas de comprobación de hechos, dichos, situación de personas o estado de cosas donde muchas veces el escribano comienza el acto notarial en el ámbito territorial asignado para el ejercicio de sus funciones pero debe continuarlo fuera, hecho que no le quita validez al instrumento firmado en su notaría que así cumple los principios de unicidad y continuidad del acto notarial (arts. 1001 C.C.).



A la Escribana Guarracino se le requirió, en su notaría, trasladarse al domicilio de calle 79 nº 680 para que solicitara al Ingeniero Augusto Carlos Di Fiori “la acompañara para labrar un acta de constatación de rinde de una parcela rural sembrada con pasto ovillo” (fs. 53). La profesional aceptó el requerimiento trasladándose al domicilio citado. 



El acto notarial comenzó a otorgarse en Necochea, dentro de la competencia territorial del notario, continuándose en el establecimiento rural “La alianza Chica”, ubicado en el Cuartel V del Partido de Lobería, ruta 227, km. 36 (fs. 55/56 vta.) para finalmente firmarse en esta ciudad. 



Ambas actas se celebraron de la misma manera (ver fs. 39/43), por ende fueron otorgadas sin exceder la competencia territorial del notario y no resultan nulas.



Agrego que no se le atribuyen a esos actos notariales otras irregularidades limitándose las objeciones a la competencia territorial del escribano. 



Los hechos que esas actas constataran aparecen así como existentes, reales y verdaderos, conclusión que coincide con las declaraciones testimoniales y con las restantes pruebas (arts. 980 del C.C., 130 ley Prov. 9020, 374, 384 y 456 del CPCC).



Propongo desestimar el agravio.



Similar suerte deberá correr el segundo agravio: errónea apreciación de la prueba informativa.



En primer término el alcance y la idoneidad del informe no pueden apreciarse aisladamente, prescindiendo de la restante prueba que demuestra la existencia viento en la zona del incendio. 



La prueba debe analizarse en su conjunto, relacionando unos elementos con los otros y todos entre sí y no separadamente, exigencia que deviene del buen sentido aplicado con recto criterio, la lógica, la ciencia, la experiencia y la observación, de modo de discernir lo verdadero de lo falso (arts. 384, 375 y 476 CPC; SCBA, DJBA-40-657; A y S 1963-II-169; ésta Cámara voto del  Dr. Locio, Expte. 5890 “Coop. Agrop. La Segunda Ltda. de La Dulce c/Fernández, Carlos R. s/Resolución de contrato y daños y perjuicios” reg. int. 23 (S) del 24/02/04). 

.

El informe indica que en Tamangueyú, localidad cercana al lugar a lugar del incendio (fs. 78), hubieron –ese día – vientos, coincidiendo así con las declaraciones de los testigos presenciales del hecho. 



Por otra parte las reglas de lógica y de la experiencia indican que si el incendio se propagó de un predio a otro, vecino,  necesariamente debió existir algún viento, aun cuando fuere leve (art. 384 CPCC).



Pero si hipotéticamente supusiéramos lo contrario ello no enerva la responsabilidad que deriva del infortunado suceso ni exime de sus consecuencias (arts. 897, 898, 901, 903, 1094 y 1109 C.C.; 384 CPCC). 



De seguido consideraremos el quantum resarcitorio objetado por ambas partes de insuficiente o excesivo, según cual fuere su posición en este proceso.



La suerte de los agravios se vincula con cuestiones previas como, extensión de la quemazón, rinde y valor de la semilla de pasto ovillo y con la posibilidad de oponer a los terceros del contrato de fs. 360/363.



Respecto de la extensión incendiada la actora alude a 40 has.(fs. 59) hecho que comprueban las actas notariales de fs. 39/43, planos y  fotografías anejos (fs. 15/38) que, además, coinciden con los dichos de los testigos que, aun refiriendo una superficie mayor, ello resulta entendible ante la irregularidad de la zona que se quemara circunstancia que hizo difícil estimar su superficie con exactitud (arts. 375 y 384 del CPCC).



La demandada sostiene que el contrato de fs. 360/361 no sería oponible a terceros y que produciría efectos, sólo entre las partes, al carecer, el instrumento que lo porta, de fecha cierta (arts. 1034, 1035 y 1195 del C.C.).



Empero los principios que apuntan los quejosos no son absolutos. 



La existencia y oponibilidad del contrato pudo demostrarse por diversos medios de prueba (confesión, juramento, presunciones, testigos) al resultar comercial por celebrarlo dos sociedades anónimas (art. 8° inc. 6° Cód. Com.).



Resultan hábiles para demostrar esa convención las facturas, certificaciones de libros, notas de corredores, documentos firmados a ruego, correspondencia epistolar, informes, pericias y prueba compuesta al existir principio de ejecución de contrato (arts. 1190, 1191 y 1193 del C.C.; 8 y 208 del Cód. de Com.).



Spota hace años sostenía: “el efecto relativo de los contratos (arts. 503, 1195 y 1199, Cód. Civ.) significa que, por ello, no cabe hacer surgir obligaciones que los terceros deban soportar, ni estos terceros pueden invocar tales contratos para hacer recaer sobre los otorgantes del negocio jurídico bilateral y patrimonial una obligación en beneficio de personas que no son partes en la relación jurídica creada..” (cita de Alterini, “Contratos Civiles, Comerciales y de consumo. Teoría General, de. Abeledo Perrot, pág. 426).



El Dr. Roncoroni, como juez de la Cámara Civil 1ª, Sala 3ª de La Plata ha señalado: ”La doctrina autoral y judicial de nuestros días, ha concluido por admitir que la verdad de la fecha cierta de un instrumento privado frente a los terceros se puede probar por todo medio de prueba concluyente en base a la certeza moral resultante de ciertos hechos debidamente comprobados (CC0103 LP, 233940, RSD-222-99, S, 5-10-1999, Tallarico, Francisco A. s/Tercería de dominio).



De considerar insuficientes esos argumentos deberá tenerse en cuenta que:

A.-) Cuando el art. 1195 del C. C. dispone que “los contratos no pueden perjudicar a terceros” se está refiriendo a que no son oponibles de crear obligaciones para el tercero afectado, supuesto que no es el del caso;

B.-) Para que exista fecha cierta oponible a terceros, se debe complementar el instrumento privado carente de ella con otros elementos extrínsecos que aseguren que no fue antedatado y, de ser la materia comercial, la veracidad de su fecha carece de las limitaciones que establece art. 1035 del C.C. y puede acreditarse por otros medios de prueba directa que se refieran al documento (C.N.Com., sala B, 1.3.89., LL 1989-E 53). 



De los elementos de prueba colectados surgen:



A.-) Un hecho incontrastable: quemazón de cuarenta hectáreas de “pasto ovillo” cuando esa forrajera estaba hilerada y presta a ser cosechada, hecho que permite inferir que la finalidad del contrato era la creación de semilla de pureza no el  consumo animal.



B) El contrato fue reconocido por el cocontratante no litigante, Palaversich S.A. (fs. 200/205).



C) Otro hecho: La semilla forrajera la suministraba Palaversich SA, circunstancia demostrada por el informe de fs. 200 que señala una entrega de 600 kg. a la actora.



A partir de esas premisas el contrato tuvo comienzo de ejecución al momento de suministrarse la semilla hecho cronológicamente anterior al incendio que ocurriera cuando la forrajera estaba sembrada y en condiciones de cosecharse (arts. 375 y 384 del C.P.C.C.).



No obsta esa conclusión la pericia de fs. 228/229.



Me explicaré. 



Difícilmente “Diario” y “Subdiario” de “Palaversich S.A.” pudieran registrar el contrato, a Julio de 1998, (fs. 362/363). La finalidad del convenio era multiplicar semilla propiedad del semillero pero que éste entrega al cooperador a los fines de su reproducción; esa semilla continuaba de propiedad del semillero empero su implante en fundo ajeno (cláusulas 1ª, 5ª y 6ª contrato). Hasta allí y a julio de 1998 que no parece existir operación  registrable en los libros del semillero.



El contrato disponía que, si la reproducción de semilla obtenida, no revestía las condiciones de su cláusula 4ª pertenecería al cooperador, no al semillero, quien podría venderla libremente es decir sería propiedad. Aquí tampoco parece haber operación contabilizable a Julio de 1998. 



El contrato demuestra que, al tiempo de su celebración, no desplazaba la propiedad del grano que entregaba el semillero al “cooperador” ni lo obligaba pagar por la utilización del campo y los servicios agropecuarios que éste último prestaba.



Los 600 kg. de semilla que entregaba el semillero continuaban de su propiedad no creando, en consecuencia y en mi opinión obligación de facturación a Julio de 1998 bastaba un simple remito de la mercadería. 



El pacto no originaba operación registrable, a Julio de 1998 en tanto la obligación del cooperador -entregar semilla multiplicada- quedaba sujeta a una condición suspensiva: que la “multiplicación” tuviere la calidad de su cláusula  4ª. Sólo de cumplido ese hecho incierto y futuro la empresa semillera quedaría obligada a pagar el valor de la semilla reproducida por el cooperador hecho que era materialmente imposible de conocer a Julio de 1998 por cuanto la cosecha de la forrajera se producía en verano.



Obiter dicta:





a) La registración del contrato pudo investigarse en el libro “Inventario” -existencia de semillas- estableciendo si al 31 de julio 1998 se modificaron esas existencias o si con la cosecha 1998/99 se incrementaron y la causa de esas modificaciones. 



b) Pudo hacérselo en el libro de “actas” de Directorio de la Sociedad Anónima aun de carácter no obligatorio (art. 44 del Cód. de Com.).



No se lo hizo. El informe pericial informó respecto de los asientos en libros diario y subdiario y a julio 1998. Ante la impugnación de la actora el perito sostuvo que no correspondía hacerlos sobre otra documentación o períodos temporales no comprendidos en los puntos de pericia de los demandados quienes guardaron silencio al momento de corrérseles traslado del dictamen contable.



En conclusión: Tengo para mí que a julio de 1998 no existió “operación contable” registrable en el “Diario” y “Subdiario”, de “Palaversich S. A. que se originara en el contrato de “multiplicación de semilla” (ver art. 5. Cód. Com.); pudo haberla posteriormente pero ese hecho no se investigó sino hasta al decreto de mejor proveer que ordenara este Tribunal.



Basta leer el informe contable que produjera el perito designado por disposición de esta Cámara para cerciorarse que el contrato reiteradamente citado se celebro, se ejecutó y feneció (fs. 509/512) sin que obste a ello la impugnación de ese informe por los demandados en tanto esa prueba se produjo en el marco de una medida de mejor proveer cuya producción deviene inimpugnable para la parte quien, a mayor abundamiento intenta prevalerse del dictamen pericial anterior que solo informaba respecto de una fecha determinada (Julio 1998) y no como lo hiciera el nuevo perito, comprendiendo todo el período de tiempo durante el cual el contrato tuvo ejecución.  



El contrato resulta así oponible a los demandados.



La finalidad del contrato consistía en reproducir semilla de calidad o pureza cierta       –garantizada- a fin de que el semillero la colocara en el mercado en tal calidad.    



A mayor abundamiento las partes del contrato asumieron ciertos riesgos y ventajas: 

a) El “semillero” entregaba al cooperador semilla de pasto ovillo y lo asistía con todos los medios tecnológicos a fin de producirla de una cierta calidad, pero de no obtenerse esa calidad, no adquiría la propiedad de la cosechada; 

b) El cooperador facilitaba el campo y sus servicios de implantar la semilla de la forrajera y reproducida como “de la calidad pactada” percibía el precio convenido, en caso contrario, debía comercializarla por su cuenta y riesgo, evidentemente, a precio menor.



He allí las razones  -“el por qué”- de los diferentes valores de la semilla de pasto ovillo que indican la pericia agronómica y los informes. Unos se refieren a la multiplicación que garantiza el criadero o semillero, otros a la semilla que carece de garantía.



Avanzado en los agravios. Para establecer el monto del resarcimiento se debe determinar el rinde probable del “pasto ovillo”. Se argumenta con la comprobación notarial de fs. 55/57, efectuada en una zona de campo no quemada, que lo determina en 296,15 kg/ha.. 



Ese rinde no puede trasladarse directamente al cálculo del monto del resarcimiento: 



A.-) La constatación se hizo en seis mil setecientos setenta y seis metros cuadrados cuando el total de campo no quemado asciende a 60 has.. 



A nadie se le escapa que un cultivar rural produce rendimientos diferentes, variables dentro de un mismo lote por lo que el valor probatorio de la constatación efectuada no es absoluto (arts. 374 y 384 CPCC).



B.-) La superficie sembrada, cien hectáreas, tenía solo en parte riego.



Admitido que la zona quemada carecía de riego las reglas de la lógica y de la experiencia indica que el rendimiento pudo ser menor al comprobado en la zona no quemada donde sí lo había (art. 384 del CPCC).



Tampoco se demostraron la cantidad y calidad de gramínea cosechada en la superficie de campo no afectada por la quemazón.

 

El contrato devino oponible al tercero demandado pero el resarcimiento no puede ser calculado, linealmente, en base a lo pactado         ($ 2.- ).  



Para establecer ese monto se debe determinar el probable rinde y la calidad de la semilla que se habría producido en la zona que se quemara. En efecto el contrato (fs. 107) la exigía de una calidad mínima (cláus. 4ª, 6ª, 8ª y 9ª), solo en ese caso se percibirían $ 2.-.



Para determinar esas variables recurriremos a la facultad que concede el art. 165, últ. pte. del CPCC  y a la sana crítica (art. 384 CPCC). 



En autos obra prueba, directamente o indirectamente relacionada con esos hechos [informe pericial agronómico (fs. 311/317), acta notarial de fs. 55/57, contrato de fs. 107 y fs. 361 y 377 e informe de fs. 200, informes de fs. 167; 168 y 308 y la pericia que obra a fs. 509/12 y las aclaraciones del perito ingeniero agrónomo (fs. 520/525).



El primer dato fáctico a averiguar y determinar consiste. ¿Cuánto pasto ovillo se habría producido en las 40 hs. quemadas? 



No queda otra alternativa que estimar, razonablemente, el rinde de la forrajera desde los datos que obran en la causa. 



El acta de fs. 55/57 -otorgada por la actora- comprobó un rinde de 295, 16 kg/h. en un sector del campo no abrasado, a lo que se objeta que esa zona poseía riego y la que se quemara no. 



El perito agrónomo informa que, en “secano” -sin riego- la gramínea produce entre 190 a 310 kg./ha, siendo razonable pensar que el lote quemado produjera 295 kg./ha (fs. 313 vta. rpta. Al punto 5). 



La pericia de fs. 509 y ss. indica que en el ciclo 1998/99, del que no se denunciara anormalidad, el predio (100 has.) produjo 23025 kg., o sea a un promedio de 230,025 kg./ha. 



Apreciada la prueba producida conforme las reglas de la sana crítica (arts. 384 y 474 del CPCC) he de atenerme al informe del Sr. Perito agrónomo estimando el rinde promedio de la parcela de campo quemada en 295 kg./ha.



Pero el contrato establece que se pagan al cooperador dos pesos por kg. de semilla de revestir la calidad pactada (limpia, con poder germinativo y pureza varietal) por lo que es necesario corregir la pauta tomada como rinde promedio. Es que el rinde  estimado (295 kg./ ha.) pudo o no tener esa calidad hecho que influye en el resarcimiento ante el diferente valor que la semilla tiene en un caso y otro.



Ergo: Debe calcularse, estimativamente, cuánto de ese promedio tendría la calidad convenida y cuánto no a fin de evitar el enriquecimiento ilegítimo del acreedor damnificado.



Asumiendo esa faena, quedó comprobado en la litis que en el ciclo agrícola 1998/99 se cosecharon, promedio, 230 kg./ha. de pasto, conclusión que se desprende de la cantidad de semilla entregada por el “cooperador” a Palaversich S.A. (fs. 509).



Si en 1998/99 se recolectaron 230 kg./ha de la calidad convenida es razonable inducir que idéntica cantidad y calidad se habría recolectado en el siguiente, es decir en el que se produjera el incendio (arts. 375, 384 y 163 inc. 5º CPCC).



En cuanto al rinde promedio o bruto del pasto ovillo, en la zona de campo que se quemara, adelantamos ya que ha de estarse al informe del perito agrónomo, pero como no toda la semilla poseería idéntica calidad –conclusión que surge de las reglas de la experiencia-, para establecer el resarcimiento se debe corregir esa pauta y tomar en cuenta que parte no la dispondría ambos hechos influyen en la determinación y el monto final del resarcimiento. 



Conclusión: 



La superficie de campo quemada habría producido en bruto: A) Once mil ochocientos kilos de pasto ovillo (295 kg. x 40) así discriminados: 1.-) De la calidad pactada debieron ser nueve mil doscientos kilos (230 x 40) atento los resultados del ciclo agrícola anterior; 2) De inferior calidad: dos mil seiscientos kilogramos (arts. 901 y 903 C.C.; 384, 474 y 165 últ. pte. C.P.C.C). 



Conclusiones esas que coinciden con el dictamen pericial agronómico que distingue la semilla “natural” de la destinada a criaderos y semilleros (fs. 312 vta. y 313) cuyo valor oscilaría entre $ 1,99.- y $ 2,99.- y con los informes de fs. 438 y 439. 



Coinciden con la letra del contrato celebrado entre la actora y el semillero Palaversich S.A. que estipulaba que la semilla que careciera de la calidad convenida se comercializaría por el cooperador a su cuenta y riesgo e, indudablemente, a precio menor.



 Y concuerdan, finalmente, con las reglas de la lógica u de la experiencia. Toda recolección de granos (trigo, oleaginosas, forrajeras) comprende una parte de semilla que no concluyó su ciclo de maduración, está rota o contiene impurezas u otras alteraciones. Esas circunstancias privan de calidad, originando mermas en la pureza de la semilla, mermas que deben contemplarse al calcular el resarcimiento a otorgarle a la actora (arts. 384 y 474 CPCC).



Resumiendo el monto del resarcimiento debe calcularse de la siguiente manera:

A.-) Semilla de la calidad convenida en el contrato frustrada de percibirse en virtud del incendio = Nueve mil doscientos kilogramos x precio pactado  = $ 2= $ 18.400.

B.-) Semilla que no habría poseído esa calidad pero que se habría efectivamente cosechado = 2.600 kl x $ 0.70.-, precio promedio según informes de fs. 438/39= $ 1.820.



Total de ingresos frustrados por el incendio: $ 20.220.



A ese importe deberán detraérsele los gastos de cosecha reconocidos en $ 1.200.



En definitiva corresponde modifica la sentencia y condenar a los demandados a pagar pesos diecinueve mil veinte ($ 19.020.-) más los intereses moratorios desde la fecha del acto ilícito.



Respecto del último agravio de los demandados: Tasa de interés, propiciaré su acogimiento.



Siguiendo las aguas de la doctrina de la casación provincial, en similar línea de pensamiento que la casación nacional, esta cámara modificó su tradicional doctrina en la materia desde el precedente “Pueblas c. De Mare”. Allí se sostuvo:


“...la tasa de interés aplicable en materia de daños y perjuicios deberá ser la pasiva que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprendidos y por aquellos que no alcancen a cubrir el lapso señalado, el cálculo será diario con igual tasa (conf. arts. 7 y 10 ley 23928; 622 del C.C. y doctrina jurisprudencial citada)” (mi voto Expte. 7060 “Pueblas, Ana María c/De Mare, Gustavo Víctor y otro s/Ds. Ps”. Reg. int, 77 (S) del 24/8/06; ver también, CSN C. 1563.XXXVI-“Cohen, Eliazar c. Río Negro Provincia de y otros s/Daños y perjuicios”, CSN, 30.05.06; SCBA, L 88156, S, 8.9.04, “Chamorro, Carlina c. Cove SRL”; SCBA, S, 14.4.04, “Sandes, Cleto Marcelino y otro c. Establecimiento Modelo Terrabusi s/cobro.



En atención a que en la Provincia de Buenos Aires la doctrina de la Casación constituye doctrina legal a la que los jueces grado debemos acatamiento propicio modificar la sentencia estableciendo que la tasa de Interés moratoria aplicable es la pasiva que paga el Banco de la Provincia en sus imposiciones a plazo fijo a  treinta días, vigente durante todos los períodos que comprende la mora (SCBA, Ac. 43448 S 21-5-1991, “Cuadern, Daniel c/Sagedico S.A. s/Cobro de australes”, DJBA 142, 191; A. y S. 1991-I-773; “Zgonc, Daniel Roberto y ot. c/Asociación Atlético Villa Gesell s/Cobro de australes”, JA 1991-IV, 3 - AyS 1991-I-788”; SCBA, Ac 59059 S 25-3-1997, “Giani, Favio Luis c/Expreso Villa Galicia San José S.R.L. y otra s/Daños y perjuicios”, A. y S., 1997 I, 598; SCBA Ac. 74434, S, 19.4.06 )





Propongo modificar la sentencia en el sentido indicado y establecido que la tasa de interés aplicable debe ser la pasiva.



Las costas de la instancia propongo se impongan a los demandados vencidos. En efecto el agravio que recibe recepción favorable ha tenido su fuente en un cambio de jurisprudencia de este Tribunal  lo que no amerita imposición parcial de costas a la contraparte. Ergo deviene aplicable el art. 68 CPCC. 



Por las consideraciones expuestas, a la cuestión planteada, voto por la AFIRMATIVA.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Loiza votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Locio votó en igual sentido por análogos fundamentos.



A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR GARATE DIJO:



Corresponde confirmar la sentencia de fs. 444/447vta.  con las modificaciones expuestas en la cuestión anterior, y en consecuencia condenar a los demandados Miguel Alberto, Jorge Rafael camino y María Luisa Hidalgo de Camino a pagar al actor Fernández Candil Agrobusiness S.A. en el término de 10 días de quedar firme la presente la suma de PESOS DIECINUEVE MIL VEINTE ($ 19.020.-), con más los intereses ut supra fijados. Con costas a cargo de los demandados vencidos (art. 68 CPC). Difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904).



ASI LO VOTO.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Locio votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Necochea, 13 de noviembre de 2007.



VISTOS Y CONSIDERANDO: Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, se confirma la sentencia de fs. 444/447vta.,  con las modificaciones expuestas en la cuestión anterior, y en consecuencia se condena a los demandados Miguel Alberto, Jorge Rafael Camino y María Luisa Hidalgo de Camino a pagar al actor Fernández Candia Agrobusiness S.A., en el término de 10 días de quedar firme la presente la suma de PESOS DIECINUEVE MIL VEINTE ($ 19.020.-), con más los intereses ut supra fijados. Costas a cargo de los demandados vencidos (art. 68 CPC). Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 ley 8904). Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 CPC). Devuélvase.-FDO. SRES. JUECES DRES. LOCIO-LOIZA-GARATE-Dra. María Laura Cuence-Secretaria.
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